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      Para considerar los aspectos sociales de una etapa tan densa dentro de la historia argentina, optaremos por relacionar los cambios estructurales operados —que tienen como telón de fondo las decisiones de los gobiernos nacionales y las transformaciones en el contexto internacional— con la emergencia de actores que se convirtieron en paradigmáticos en los distintos subperiodos abarcados en este capítulo. Dentro de esos cambios estructurales y coyunturales, que incluyen distintas dimensiones tratadas en otros capítulos, nos detendremos aquí en su incidencia en la dinámica demográfica y en el funcionamiento de los mercados de trabajo, reconociendo sus particularidades sectoriales y regionales y, en consecuencia, las características generales que fue adoptando la estructura social. Sin embargo, el interés estará puesto en mostrar la dinámica social, los cambios más que las permanencias, sin que esto signifique desconocer el peso de las continuidades, por entender que la dinámica social se desenvuelve siempre en esa tensión entre continuidades y rupturas donde la experiencia adquirida permite un repertorio limitado de respuestas sociales frente a lo que aparece como novedoso.




      Relacionado con lo anterior, otro apartado prestará atención a la «conflictividad social». Efectuaremos una selección de aquellos conflictos que —a nuestro entender— fueron protagonizados por los actores sociales más representativos de cada momento y que condensaron sus principales reivindicaciones más generales en cada periodo. Si bien destacaremos las cuestiones en disputa en los distintos periodos, abordaremos más detenidamente aquellos conflictos que se convirtieron en acontecimientos, por haber dado visibilidad a procesos sociales previos y por sus consecuencias en la dinámica social y política.




      El capítulo ha sido dividido en tres etapas. La primera abarca desde 1960 a 1973 e incluye el primer año del tercer gobierno peronista; la segunda va desde 1974 a 1983, hasta el inicio de la reconstrucción de la democracia; y la tercera cubre el periodo comprendido entre 1983 y 2001 culminando con el acontecimiento del 19 y 20 de diciembre de ese año conocido como «Argentinazo». En cada una de ellas se tratará de destacar los principales cambios en la estructura social, de reconocer las grandes líneas de la dinámica social, los problemas que aparecieron como peculiares y que hubo que resolver en cada periodo y a los que se convirtieron en actores sociales centrales.




       




       




      Modernización social y movilización (1960-1973)




       




      Modernización social y movilización son dos conceptos clave para explicar la etapa abierta con posterioridad a 1955, en especial a partir de los programas «desarrollistas» de Frondizi. Si bien algunas pautas modernizadoras se habían expandido masivamente a partir de los gobiernos peronistas, el control ideológico y las dificultades para el acceso al espacio público de algunas voces disidentes limitaron las posibilidades de modernización cultural. Por otro lado, los problemas que se observaron a comienzos de los años cincuenta en el proceso de industrialización sustitutiva representaron un techo para las posibilidades de movilidad social. Sin embargo otro fue el signo que tendrán los años sesenta: movilidad, modernización, movilización y conflictividad social, resultantes tanto de circunstancias nacionales como internacionales, marcarán la década. En efecto, la «cuestión social» estará fuertemente intrincada y atravesada por la cuestión política. En una etapa caracterizada por la expansión económica y por una fuerte movilidad territorial y vertical ascendente, con nuevas posibilidades de acceso a la cultura, la expansión de los sectores medios y la disponibilidad de tiempo libre para amplios sectores, la inestabilidad del sistema político y, sobre todo, la proscripción del peronismo alimentaron una conflictividad permanente en todo el periodo, que, sin embargo, fue asumiendo distintas expresiones.




      En el contexto internacional de la Guerra Fría y con el modelo ejemplificador de la Revolución Cubana, los años sesenta se iniciarían también en el país en enero de 1959, en este caso a partir de una serie de acciones —como la toma de la empresa estatal de faenado bovino Lisandro de la Torre, al oponerse sus trabajadores a la privatización— que si bien en lo inmediato fueron sofocadas, mostrarían dos líneas de acción que continuaron durante la década: por un lado la de la resistencia peronista y, por otro, la de la consolidación del actor sindical como un factor de poder. En ese contexto, las distintas reivindicaciones sociales fueron asociándose con las cuestiones políticas pendientes.




       




      Crecimiento y movilidad social




      Cuando hablamos de crecimiento lo hacemos en un doble sentido: por un lado para destacar el contexto general de crecimiento económico con tendencias específicas que incidieron en el comportamiento de la población y, por otro, para señalar que la etapa analizada tuvo como punto de partida el importante crecimiento demográfico operado en el periodo intercensal previo (1947 a 1960), cuando el número de habitantes pasó de 15.894.000 a 20.014.000, situación que tendría sus consecuencias en la nueva etapa. En lo que se refiere al primer aspecto, las tendencias fueron marcadas por los programas desarrollistas que presuponían la creación de «polos de desarrollo» en el interior, con el objeto de integrar áreas relegadas y de convertirlas en zonas atractivas para el capital y la tecnología punta, así como para la expansión de servicios. Una de las primeras experiencias en ese sentido, y que tendría profundas consecuencias en el periodo posterior, fue la que tuvo lugar en la provincia de Córdoba cuando —en el marco del Segundo Plan Quinquenal del gobierno peronista y más específicamente a partir de la Ley de Radicación de inversiones extranjeras de 1953— se firmaron los convenios con las empresas automotrices Fiat y Kaiser entre 1954 y 1955 para instalar plantas para la fabricación de maquinaria agrícola, en el primer caso, y de automóviles en el segundo. Esas políticas se generalizaron a partir del gobierno de Frondizi (1958-1962) para el resto del país, generando polos siderúrgicos, de industria química y petroquímica en la provincia de Santa Fe, a lo largo del río Paraná, y el desarrollo petrolero e hidroenergético en la Patagonia, especialmente en su zona norte. El desarrollismo impulsó también el crecimiento del Gran Buenos Aires, ligado al establecimiento de plantas automotrices y metalmecánicas, fundamentalmente de capital trasnacional.




      Esas políticas, que contemplaban como parte de los objetivos de modernización aplicar también planes racionalizadores en empresas poco eficientes y eliminar subsidios y protecciones para empresas tradicionales, tuvieron a su vez consecuencias muy negativas para zonas de más vieja ocupación y que se habían integrado al mercado nacional con producciones regionales para el mercado interno, desde fines del siglo XIX y durante la vigencia del modelo agroexportador. Estos fueron los casos, por ejemplo, de Tucumán, Chaco, Formosa, Misiones y Corrientes. Así, sólo el «Operativo Tucumán», proyecto racionalizador de ingenios aplicado durante el gobierno de Onganía a partir de 1966, significó la pérdida de cerca de 200.000 puestos de trabajo en esa provincia. Este impacto desigual de las políticas desarrollistas en el interior del país explica la fuerte «movilidad territorial» que se dio entre 1960 y 1970, cuando se observa la mayor tasa de migración de nativos de todo el siglo, pero muy localizada hacia zonas específicas.




      El periodo previo (1945-1960), que —como se señala— mostró un importante crecimiento demográfico, evidenció, también, altas tasas de redistribución interprovincial y se caracterizó, sin embargo, por el predominio del área metropolitana de Buenos Aires (Gran Buenos Aires) como lugar de destino. El periodo de 1960 a 1970 muestra un mayor número de provincias (17 sobre las 14 de la etapa anterior) con migración total negativa, pero la movilidad territorial se orientó más hacia los polos de desarrollo; así, sólo Buenos Aires, las cuatro provincias patagónicas y Córdoba experimentaron tasas positivas de migración total. Con relación a Buenos Aires fueron los partidos del Conurbano los que recibieron la mayor afluencia de migración, especialmente de nativos, aunque también con algún porcentaje de extranjeros; mientras que la Capital Federal continuó experimentando el crecimiento negativo ya observado desde 1945. Sin embargo las tendencias señaladas comenzaron a frenarse hacia 1970, para cambiar notoriamente de orientación en la segunda mitad de esa década, esta vez como consecuencia de políticas de promoción industrial muy localizadas emprendidas por el gobierno militar. Por otra parte, el crecimiento total de la población fue menor entre 1960 y 1970 que en el periodo previo, tal vez por haber mermado cierto flujo inmigratorio externo que siguió a la finalización de la II Guerra Mundial. El censo de 1970 registraba un total de 23.364.000 habitantes. Sin embargo, la provincia de Misiones tuvo un crecimiento excepcional de su población por la llegada de inmigrantes extranjeros de Paraguay, Brasil y de la provincia de Corrientes, ligada a la explotación forestal; en 1960 el 24 por ciento de su población era extranjera y se destacaba la ocupación del espacio en forma de pequeñas aldeas en torno a las instalaciones de aserraderos y el desarrollo paulatino de la producción agrícola.




      Además de la concentración demográfica en zonas nuevas, se acentuó el proceso de urbanización que ya venía evidenciándose en la etapa previa. En el censo de 1947 la población rural representaba el 38 por ciento y en el de 1970 había descendido al 21 por ciento. La mayor inflexión se produjo, sin embargo, entre los censos de 1947 y de 1960, y afectó de manera diferente a las distintas zonas del país. Así puede observarse que las únicas que acusaron ese impacto fueron las zonas pampeana y patagónica, mientras que el noroeste, noreste y la región de Cuyo mantuvieron sus valores de población rural. Dentro de la zona pampeana se destacan las provincias de Buenos Aires y Córdoba por el proceso paulatino e irreversible de pérdida de población rural a partir de 1947, diferenciándose por ejemplo del caso de la provincia de Santa Fe, donde, si bien hacia 1960 hubo una pérdida de población rural, se observa posteriormente un cambio en la tendencia recuperando valores importantes hacia 1991. Entre las provincias patagónicas fue en las de Chubut y Neuquén donde se verificó con mayor intensidad la disminución de la población rural. En la provincia de Río Negro la apertura de las áreas de riego del alto valle del río Negro había atraído hacia 1947 cerca de 110.000 inmigrantes para la producción de manzanas, peras y vides. Sin embargo, para mediados de siglo el valle apareció saturado y para 1960 se observa también un proceso de emigración hacia zonas urbanas; no obstante, el censo de 1970 muestra una reversión de la tendencia y la población rural alcanza valores superiores a los de 1947. Esta situación cambiará nuevamente a partir de la segunda mitad de la década de 1990. De todos modos la disminución de la población rural no significó una disminución de la actividad agropecuaria. Por el contrario, a partir de 1952 se produjo una importante recuperación, sobre todo en la zona pampeana, pero esta vez con notables inversiones de capital, que aumentaron más del doble en una década, traducidas tanto en maquinaria como en otro tipo de tecnología, lo que redujo considerablemente la necesidad de mano de obra.




      Cuando hablamos de movilidad nos referimos también al mejoramiento de las condiciones generales de la población que hicieron posibles situaciones de ascenso social, asociado éste a un proceso de modernización social y a un mercado de trabajo caracterizado por situaciones de casi pleno empleo. Se habrá podido advertir la existencia de distintos mercados de trabajo, ya fueran los que estaban ligados a las industrias tradicionales o a las más nuevas. En efecto, algunas ramas de las primeras expulsaron mano de obra pero ésta fue absorbida por las segundas o por el sector servicios, que creció incluso más que la industria, sobre todo en las zonas de nueva ocupación ligadas a los polos de desarrollo. De este modo puede sostenerse que, en una visión global, el empleo creció más todavía que en el periodo entre censos previo, cuando ya fue muy alto, a pesar de los desfases sectoriales o regionales.




      Pero lo más destacable es que, una vez superada la crisis económica coyuntural ocurrida entre 1962 y 1963, el Producto Bruto Interno se incrementó notablemente, a la par que lo hacía la participación salarial en el mismo. El peso del GBA en el incremento del sector asalariado fue abrumador, al igual que el resto de la región pampeana, que incluye a Córdoba y Santa Fe, donde la participación de asalariados pasó del 13 por ciento al 33 por ciento.




      Estas consideraciones incluyen también a las poblaciones rurales, en las que se observó un importante proceso de subdivisión de la tierra ocupada por las unidades superiores a las 5.000 hectáreas en favor de las medianas; en efecto, se operó en el periodo un proceso de desconcentración de la propiedad sin dispersión, con crecimiento de los sectores medios. Similar proceso se verificó en las cuencas lecheras, donde el crecimiento de las explotaciones de 100 a 1.000 hectáreas aumentó el 50 por ciento de la superficie original y concentró la mayor parte de la actividad. Participando de ese proceso de crecimiento económico, entre 1947 y 1969 aumentó el número de propietarios, disminuyendo las modalidades de arrendamiento, aparcería y mediería.




      Si bien se produjo una tendencia general de crecimiento de los ingresos en la década, fueron notorias las diferencias sectoriales, encabezando los mayores salarios el personal de la industria química y petroquímica, seguidos por los trabajadores de las plantas automotrices, los obreros metalúrgicos y del sector de la energía eléctrica, entre otros.




       




      Conflictividad y movilización social




      Para comprender cuáles fueron los principales conflictos del periodo es necesario reconocer a los protagonistas relevantes en los distintos momentos dentro de la etapa analizada. En efecto, podría destacarse un primer momento donde los nudos conflictivos pasaron por la acción de los sindicatos industriales y también por la del movimiento estudiantil, a la vez que fueron creciendo y consolidándose otros actores impugnadores del orden que adquirirían visibilidad hacia el final de la década. En este sentido las huelgas y rebeliones populares que tuvieron lugar en 1969 marcarían el inicio de otro momento donde actores más radicalizados ocuparon la escena.




       




      El actor sindical




      Luego de la intervención de las organizaciones sindicales tras la caída de Perón en 1955, el presidente Frondizi restituyó en 1958 la legislación que hizo posible la normalización de los sindicatos, siguiendo el modelo de monopolio de la representación sindical por rama industrial otorgado por el Estado y el de una central única de trabajadores, tal como había sido establecido en la normativa del gobierno peronista; a su vez restituyó la negociación colectiva de convenios de trabajo entre esas organizaciones y los empresarios, bajo la regulación estatal. De este modo, entre 1959 y 1963, se normalizaron todos los sindicatos y, a comienzos de este último año, se eligieron también las autoridades que presidirían la Confederación General del Trabajo (CGT) durante los tres años siguientes. La Secretaría General fue ocupada por José Alonso; con él y con el dirigente y metalúrgico emblemático de la década —Augusto Vandor— se consolidó el sindicalismo como factor de poder y el proceso de burocratización, dentro de una lógica de «presionar para negociar» que se aplicó tanto frente a los gobiernos civiles como frente a los militares. Desde las 62 Organizaciones Peronistas (las «62») —núcleo intersindical surgido en 1957 al fracasar el intento convocado por el gobierno para normalizar la CGT—, Vandor fortaleció una línea pragmática concentrada en reivindicaciones corporativas, fundamentalmente de tipo salarial. Ésta fue imponiéndose sobre la otra vertiente más intransigente que había emergido en lo que se conoció como la «resistencia» peronista, el momento inmediatamente posterior a la caída de Perón, caracterizado por un discurso y tácticas violentos, por la acción clandestina desde los lugares de trabajo, por prácticas de sabotaje y la acción de comandos civiles, que buscaban generar una situación de caos para hacer más factible el ansiado regreso de Perón al país.




      Una vez normalizada la CGT se fueron sucediendo una serie de planes de lucha que tenían un carácter ofensivo, que combinaban reivindicaciones salariales con otras de contenido más político, como la vuelta al Estado constitucional pero con la participación de todos los partidos, por lo que se opusieron a las limitaciones impuestas al peronismo en las elecciones que tuvieron lugar en junio de 1963. Una vez que asumió Illia (1963-1966) como presidente, la movilización continuó de manera muy activa bajo distintos formatos, solicitando fundamentalmente una ley que estableciera el salario mínimo, vital y móvil y la aplicación de precios máximos. A pesar de que el Congreso se encontraba tratando ambas leyes, la CGT decidió una movilización general, nacional, que incluía distintas medidas de lucha hasta culminar entre los meses de mayo y junio de 1964 con la ocupación de fábricas, según una estricta organización y planificación que se aplicó en cerca de 11.000 establecimientos. Durante la presidencia de Illia la situación salarial mejoró notablemente, pero la intención del presidente de limitar el poder político y económico de los sindicatos profundizó el distanciamiento existente socavando aún más su débil legitimidad.




      El apoyo brindado por la CGT y por las «62» al gobierno militar de Onganía llevó a que la estructura sindical fuera respetada y, al comienzo, también el funcionamiento de los convenios colectivos. Sin embargo esto se modificó con la implementación del plan de estabilización y desarrollo del ministro de Economía —Krieger Vasena— en marzo de 1967, dado que el congelamiento salarial decretado hasta fines de 1968 implicó la suspensión de la lógica de presión sindical. Esta situación, en el contexto de un gobierno autoritario, fue definiendo posiciones más combativas en el ámbito sindical, alimentadas por la radicalización ideológica que había comenzado a hacerse visible para entonces. Ese descontento obrero llevó a consolidar una línea de oposición al gobierno y a la burocracia sindical —que se veía personificada en Vandor y Alonso— y, en su Congreso Normalizador de marzo de 1968, a la división de la CGT en dos grupos que reivindicaban ser los verdaderos representantes de los trabajadores: la rebelde CGT de la calle Paseo Colón (donde se ubicaba el local de la Federación Gráfica Bonaerense) o CGT de los Argentinos (CGTA), presidida por el dirigente del sector gráfico, Raimundo Ongaro, y la pragmática CGT de la calle Azopardo, domicilio del local oficial de la CGT, que seguía la línea de Vandor. Cuando a fines de ese año venció el plazo previsto en 1967 para el congelamiento salarial, las dos centrales comenzaron a bregar sin éxito por el restablecimiento de los convenios colectivos, reivindicación a la que el gobierno respondió prorrogando ese congelamiento durante un año más. Esa respuesta en un contexto de expansión económica, pleno empleo y ambiente social muy caldeado por diferentes movimientos contestatarios activó la rebelión popular. Pero para poder entenderla es necesario recrear previamente las otras vertientes de las que se nutrió.




       




      Sectores empresarios y patronales
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